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RESUMEN 

 

  

En Colombia, la ley 1098 del 2006 creó el Sistema de Responsabilidad Penal 

Adolescente (SRPA) como el conjunto de principios, normas, procedimientos, 

autoridades judiciales especializadas y entes administrativos que rigen o intervienen 

en la investigación y juzgamiento de delitos cometidos por personas que tengan 

entre catorce (14) y dieciocho (18) años. Mediante este sistema, el cual representa 

la doctrina de la protección integral, se ha buscado determinar cuál es el grado de 

responsabilidad penal de los adolescentes que hicieron parte de grupos armados al 

margen de la ley y tuvieron participación en conductas punibles. Sin embargo, se 

ha atravesado por situaciones de inseguridad jurídica respecto del tratamiento a 

estos adolescentes al reconocer que igualmente son víctimas del delito de 

reclutamiento forzado. Es por esto, que resulta primordial analizar la situación 

jurídica de los adolescentes desvinculados de grupos armados ilegales que son 

reportados al SRPA y estudiar los mecanismos externos para un proceso de 

restablecimiento de derechos, teniendo en cuenta que el derecho a la educación es 

fundamental en un proceso de reincorporación.  

 

 

PALABRAS CLAVE: Reclutamiento forzoso, adolescentes desvinculados, grupos 

armados ilegales, responsabilidad penal adolescente, derechos humanos, derecho 

a la educación.  

 

ABSTRACT 

In Colombia, within the Criminal Policy, the Adolescent Criminal Responsibility 

System (PACR) was created, through Law 1098 of 2006, as the set of principles, 

rules, procedures, specialized judicial authorities and administrative bodies that 

govern or intervene in the investigation and prosecution of crimes committed by 

persons between fourteen (14) and eighteen (18) years of age at the time of 



committing the punishable act. Through this system, which represents the doctrine 

of comprehensive protection, it has been sought to determine the degree of criminal 

responsibility of adolescents who were part of armed groups outside the law and 

participated in punishable behavior. However, it has been crossed by situations of 

legal uncertainty regarding the treatment of these adolescents, recognizing that they 

are also victims of the crime of forced recruitment. This is why it is essential to 

analyze the legal situation of adolescents separated from illegal armed groups who 

are reported to the PACU and, consequently, to study the external mechanisms for 

a process of restoration of rights, understanding that the right to education is 

fundamental in a reincorporation process. 

 

KEY WORDS: Forced recruitment, disengaged adolescents, illegal armed groups, 

adolescent criminal responsibility, human rights. 

 

 

 

INTRODUCCION 

 

Decenas de millones de niños, niñas y adolescentes (en adelante NNA), como lo ha 

informado la OIT, en más de 17 países alrededor del mundo, se encuentran 

luchando en grupos armados, tras haber sido víctimas de reclutamiento forzoso, el 

cual ha sido distinguido por el mismo organismo como una de las peores formas de 

trabajo infantil. En Colombia, aunque las dos partes del conflicto armado interno han 

reconocido la participación de menores de edad, no se ha podido registrar con 

exactitud cuántos NNA han estado vinculados a los diferentes grupos armados 

ilegales.  Sin embargo, más allá del valor de saber cuántos menores de edad han 

sido reclutados, está la importancia de proteger los derechos fundamentales de 

estos sujetos, teniendo en cuenta los postulados de la doctrina de la protección 

integral.   

 



Tras ya haber una extensa investigación respecto del fenómeno de reclutamiento 

ilícito y de la participación de menores de edad en grupos armados ilegales, es 

necesario esclarecer la situación jurídica, puntualmente, de los adolescentes 

desvinculados; para así estudiar los mecanismos propuestos dentro de una política 

criminal para la protección de derechos; teniendo en cuenta que Colombia firmó un 

acuerdo de paz y entró a una era de posconflicto.  

 

En el presente documento se analizarán los criterios jurídicos sobre el tratamiento 

respecto de los adolescentes desvinculados de grupos armados al margen de la ley 

en Colombia, con el fin de comprender ¿Cuáles han sido los mecanismos creados 

para el restablecimiento de derechos en el marco de la justicia transicional y cómo 

se garantiza por medio de ellos el derecho a la educación? 

 

Teniendo en cuenta la anterior pregunta problema, el propósito del documento es 

analizar la importancia del derecho a la educación dentro de los mecanismos de 

reincoporación de derechos, teniendo en cuenta la situación jurídica de los 

adolescentes desvinculados.  

 

Para lograr el objetivo general, en primer lugar se describirán las generalidades de 

la doctrina de la protección integral; con posterioridad, se abordarán las calidades 

de víctimas y victimarios; para finalmente abordar la situación jurídica de los 

adolescentes desvinculados de grupos armados ilegales dentro del Sistema de 

Responsabilidad Penal Adolescente.  

 

La presente investigación teórica se encuentra dentro de un marco descriptivo y 

explicativo de los instrumentos jurídicos nacionales e internacionales como 

sentencias, tratados, leyes y doctrina que permita una comprensión de la doctrina 

de la protección integral y de manera sistemática reconocer la situación jurídica de 

los adolescentes desvinculados dentro del Sistema de Responsabilidad 

Adolescente. Igualmente, se acudió a documentos oficiales del Instituto Colombiano 



del Bienestar Familiar y del Consejo Nacional de Reincorporados, para extraer cifras 

e información cualitativa de los mecanismos creados por cada entidad para la 

reincorporación de derechos.  

 

 

 

 

1. GENERALIDADES DE LA PROTECCION INTEGRAL Y LA 

RESPONSABILIDAD PENAL DE ADOLESCENTES DESVINCULADOS 

DE GRUPOS ARMADOS ILEGALES 

 

 

 

Con el propósito de entender de manera integral los mecanismos creados para el 

restablecimiento de derechos de NNA que se desvinculan de grupos armados al 

margen de la ley, se considera necesario explicar los postulados de la doctrina de 

la protección integral, evaluar la doble calidad que se les atribuye como víctimas y 

victimarios y consecuentemente presentar la situación jurídico-penal en la que se 

encuentran. 

 

1.1 DOCTRINA DE LA PROTECCIÓN INTEGRAL 

 

La forma en como el derecho y la sociedad empezó a entender a los NNA tubo un 

cambio radical en el momento en el que se les dejó de ver como aquellos individuos 

en “situación de riesgo o peligro moral o material”, pues se les reconocía por su 

situación irregular o por estar en “circunstancias especialmente difíciles”. Se les 

nominada “menores” y eran objeto de tutela, corrección, rehabilitación, control y 

subordinación. (Cardoza, G y Michaelwicz, A 2017). Se paso del menor como objeto 

de compasión-represión, a la infancia-adolescencia como sujeto pleno de derechos 

(Garcia, 1994 P. 428). 



 

Aunque en este texto no se pretende profundizar sobre los antecedentes históricos 

de la doctrina de la protección integral; es importante mencionar que se tiene como 

un precedente directo de la misma, la Convención Internacional de los Derechos del 

Niño (CIDN). Así, lo explica García Méndez (1994), quien precisa que a pesar de 

que el instrumento no es el primero en términos cronológicos, sí es el más 

importante, en la medida en que proporciona un marco general de interpretación.  

 

Los pilares fundamentales de la protección integral, son: El niño y el adolescente 

son sujetos de derechos, existe un interés superior y hay una prioridad absoluta 

para el reconocimiento de sus derechos (Lopna, 2000).  

 

De lo anterior, el concepto de sujetos de derechos, surgió tras la evolución de la 

perspectiva social y legal de la infancia pasando de “menores a ciudadanos” 

(García, 1997). Es una teoría que no solo reconoce los derechos de los niños, niñas 

y adolescentes, si no que además establece un rol activo para este grupo 

poblacional, exigiendo un equilibrio entre el conjunto de garantías y la obligación de 

responsabilizarse por la totalidad de sus actos (a partir de una edad mínima 

establecida); esto termina siendo como se argumenta en Prieto (2012), algo 

fundamental para el desarrollo social, económico y político de una sociedad.  

     

Pero ¿qué significa que exista un interés superior del niño? Miguel Cillero, ha 

destacado que es la satisfacción de los derechos de los niños en todas las 

legislaciones nacionales que pretendan otorgarle efectividad y exigibilidad a las 

disposiciones consagradas en la CIDN. 

 

Por ello, en Colombia, mediante la ley 12 de 1991 se aprobó la Convención sobre 

los Derechos del Niño y por medio la ley 1098 del 2006 se materializaron todos los 

postulados de la doctrina de la protección integral.  

 



Finalmente, se puede aducir que, los mecanismos e instrumentos implementados 

para el tratamiento de los NNA desvinculados de grupos armados ilegales, deben 

representar de manera efectiva las garantías que ya han sido reconocidas a los 

menores de edad; teniendo en cuenta que “el principio fundamental de toda 

estrategia dirigida a implementar la protección integral de los derechos de la infancia 

consiste en restablecer la primacía de las políticas sociales básicas, respetando la 

simetría establecida en la Convención sobre los Derechos del Niño” (Baratta s.f p. 

48).  

 

En efecto, estos postulados propios de la doctrina de la protección integral son el 

fundamento de la confrontación entre la calidad de víctimas y la calidad de 

victimarios de los adolescentes que se desvinculan de grupos armados al margen 

de la ley.   

 

 

ADOLESCENTES DESVINCULADOS, VICTIMAS O VICTIMARIOS. 

Para poder comprender cuál es la situación jurídica de los adolescentes que se 

desvinculan de grupos armados ilegales, es necesario abordar la discusión que se 

crea respecto de su calidad de victimarios por la participación directa en graves 

violaciones de Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario y su calidad de víctimas del delito de reclutamiento forzado.  

 

La definición de victimario descrita por Karla Villareal (2013), en su significado 

original, es el sirviente de los antiguos sacerdotes gentiles que encendía el fuego, 

ataba las víctimas al ara y las sujetaba en el acto del sacrificio: victimarius. De esta 

manera, se entiende por victimario aquel que realiza el daño, el sufrimiento, el 

padecimiento, la agresión (Villareal, 2013). 

 

Por un lado, están los argumentos concernientes a defender la importancia de tener 

en cuenta la calidad de victimarios, de sujetos que estuvieron inmersos en una 

guerra y que por ello mismo tienen “ideales de la destrucción, de lo mortífero, de la 



transgresión, que conducen a la emergencia de un ser que se auto constituye en la 

sobrevivencia, pero también en la deshumanización que lo empuja a la producción 

de los actos adscritos a la perpetración”(Amador, 2010 p.181). Son NNA que 

estando dentro de grupos armado ilegales, como lo establece Amador (2010), no 

dan cuenta de derechos, desconocen la humanidad del otro, imponen su ideal 

mortífero, alteran el lazo social y, por tanto, profanan los ideales existenciales de 

una familia o de una comunidad, sin mayores remordimientos. Es por esto que, no 

se puede desconocer la participación en infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario o las violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de 

Derechos Humanos por parte de estos sujetos.  

 

Por otro lado, la vinculación de NNA a las actividades propias de la guerra, conduce 

a la defensa de la calidad de víctimas. La palabra victimas es definida por la 

Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de 

delitos y del abuso del poder, como personas que, individual o colectivamente, 

hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 

pérdida financiera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como 

consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los 

Estados Miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder (Asamblea General 

de Naciones Unidas, 1985). La raíz de la palabra víctima viene de “vinciere” que 

significa “daño o muerte por culpa ajena y acción de un tercero”; es quien ha sido 

atado a un sufrimiento (citado en Bácares, 2005 p. 235). Se considera víctima toda 

persona que ha sufrido un daño directa o indirectamente por otro agente, daño que 

puede ser físico, psicológico, económico o de otra índole (ley 1448 de 2011). 

 

En Colombia, en el año 2011 se promulgó la ley 1448 por la cual se dictaron medidas 

de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 

interno. Esta ley en su artículo 3º entendió que las victimas eran aquellas personas 

que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir 

del 1° de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho 



Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas 

internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado 

interno.  Así, se establece que, los miembros de los grupos armados organizados al 

margen de la ley no serán considerados víctimas, salvo en los casos en los que los 

NNA hubieran sido desvinculados del grupo armado organizado siendo menores de 

edad (condición sine qua non). 

 

Ahora bien, con el fin de desarrollar la postura a favor del reconocimiento jurídico-

social de los NNA desvinculados, como víctimas del delito contenido en el Art. 162 

del Código Penal colombiano y en el estatuto de Roma Art. 8 numeral 2 literal b, se 

considera procedente, reflexionar sobre los eventos determinantes que llevaron a 

los adolescentes a tomar la decisión de vincularse en grupos armados. Brett y 

Specht (2005), (citado por Valencia y Daza, 2010)  reconocen como factores 

determinantes de la vinculación,  los siguientes:  

 

El primero de estos es la guerra en sí misma, muchos de los jóvenes no 
buscan la guerra, ella viene hacia ellos, y en esos entornos de inseguridad y 
desprotección se crean modelos y símbolos militares susceptibles a seguir. El 
segundo y tal vez el más importante factor de riesgo es la familia o, mejor, la 
carencia de ésta, sin dejar de lado las familias con tradición militar que también 
aumentan la probabilidad de ingreso y las situaciones de explotación y abuso 
familiar, principalmente en el género femenino. El tercer y cuarto aspectos, 
la educación y el empleo, están ligados, pues, su difícil acceso en algunas 
oportunidades o la dificultad que muchos puedan presentar es otra de las 
causas del porque los jóvenes ingresan a esta clase de grupos. 
La pobreza, también ligada con la educación y el empleo, es la característica 
más comúnmente identificable dentro de los niños y jóvenes combatientes, 
que al tener opciones de vida reducidas, esto hace que se incremente la 
probabilidad de ingresar a las fuerzas armadas y a los grupos armados. 
(Valencia y Daza, 2010) 
 

 

Adicional a dichos factores que conducen a los NNA a una vinculación, está la 

interpretación de la forma en como esta se lleva a cabo, respecto de la cual, la Corte 

Constitucional ha dicho: “Si bien la mayor parte de los niños combatientes en el 



mundo son reclutados forzosamente, algunos ingresan a los grupos armados bajo 

la apariencia de un reclutamiento voluntario”.  

 

Al respecto, Ortiz (2017), menciona que los NNA son ingresados voluntaria, pero 

quizá inconscientemente. Springer (2012) citado por Ortiz William, refirió lo 

siguiente: “cuando le preguntamos a los Niños y Niñas desvinculados cómo se 

produjo su proceso de vinculación, en su abrumadora mayoría (81%) afirmaron que 

esta fue voluntaria. Tan solo una fracción aseguró haber sido vinculada por la fuerza 

(18%)” (p. 154). 

 

Igualmente, se puede extraer que para la comunidad internacional, el calificativo de 

“voluntario” no corresponde con la situación material que lleva a los menores de 

edad a “decidir” que efectivamente quieren participar en un grupo armado por lo que 

deben ser tratados como víctimas. Al respecto los principios de Paris1 señalan en 

su numeral 3.6, que:  

Los niños o niñas acusados de delitos según el derecho internacional 
supuestamente cometidos mientras estaban vinculados con grupos o fuerzas 
armadas deberán ser considerados en primer lugar como víctimas de delitos 
contra el derecho internacional; no solamente como perpetradores. Por tanto, 
deberán ser tratados de acuerdo con las normas internacionales en un marco 
de justicia restaurativa y rehabilitación social, en concordancia con el derecho 
internacional que ofrece a la infancia una protección especial a través de 
numerosos acuerdos y principios. 
 

En efecto, la opción de un niño de ingresar a estos grupos no es generalmente una 

decisión libre (Sentencia C 203/2005), puesto que, aunque el reclutamiento sea 

voluntario, existe cierto grado de obligatoriedad, al existir factores que impactan 

sobre sus contextos familiares y sociales (auto 251 del 6 de octubre del 2008).   

 

                                                
1 Los principios de París: principios y directrices sobre los niños asociados a fuerzas armadas o grupos 

armados, del 30 de enero de 2007. 
 



Finalmente, se puede concluir que en cualquiera de las dos posturas resulta 

necesario preguntarse qué tipo de sujetos se construyeron en medio de 

experiencias asociadas a la guerra, la muerte, la intimidación la venganza y el miedo 

(Amador, 2010), para así lograr que el proceso de reincorporación no solo garantice 

el restablecimiento de un conjunto de derechos, sino que forme de manera integral 

a sujetos que estuvieron inmersos en una guerra.  

 

Por consiguiente, dada la relevancia de la participación de los NNA en las 

hostilidades, se analizará la situación jurídica, puntualmente de los adolescentes 

desvinculados de grupos armados al margen de la ley (teniendo en cuenta la 

diferencia entre la situación de los niños y de los adolescentes), dentro del Sistema 

de Responsabilidad Adolescente.  

 

1.2   ADOLESCENTES DESVINCULADOS DENTRO DEL SISTEMA DE 

RESPONSABILIDAD PENAL ADOLESCENTE. 

  

En Colombia, varios han sido los intentos de hacer negociaciones con los grupos 

armados al margen de ley, para poner fin al conflicto armado interno, y que tienen 

como finalidad lograr una cantidad importante de desmovilizados o desvinculados 

en el caso de los menores de edad. 

 

Según los reportes del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en el año 2003 

se registró la mayor cantidad de NNA desvinculados. En este año el expresidente 

Álvaro Uribe Velez realizó diálogos con las Autodefensas Unidas de Colombia 

(grupo al margen de la ley) para que se hiciera una desmovilización masiva. Así, se 

logró un total de 775 menores de 18 años desvinculados. 

 



 

Tomado del ICBF. https://www.icbf.gov.co/bienestar/observatoriobienestar-

ninez/tablero-desvinculados 

 

Sin embargo, en el momento en que se registraron más casos de menores de edad 

desvinculados, Colombia atravesaba una situación de inseguridad jurídica respecto 

del procedimiento que debía llevarse a cabo con cada adolescente desvinculado; 

no se tenía claro si este debía ser sometido a un procedimiento penal, o por el 

contrario debía ingresar a un programa de reparación de víctimas.  

 

La Corte Constitucional en la sentencia C 203 del 2005, tras analizar 

detalladamente toda la situación jurídica y social de los NNA desvinculados, hizo 

precisiones importantes al respecto. Se explicó que, los menores de edad que se 

desvincularan del conflicto armado sí podían ser tratados como infractores de la ley 

penal, a pesar de su calidad de víctimas, por las conductas punibles en que 

hubieren incurrido con ocasión del conflicto armado, siempre y cuando se 

respetaran los principios de diferenciación y especificidad, se propendiera por el 

logro de una finalidad tutelar y resocializadora, se promoviera el interés superior y 

prevalente de cada menor de edad implicado; y se tuviera en cuenta la naturaleza 

indispensable de sus derechos fundamentales.  



 

Para hacer frente a ese planteamiento, en dicha sentencia, la Corte se preguntó si 

era constitucional que a estos NNA se les procesara judicialmente, a lo que  

respondió, que un proceso jurídico no desconoce las obligaciones constitucionales 

e internacionales que tiene el Estado, ni mucho menos es incompatible con la 

protección especial que estos merecen por sus condiciones personales, siempre y 

cuando se respetasen las garantías constitucionales mínimas que les asisten. Esto, 

debido a que la exclusión desde un comienzo y de manera general de cualquier 

clase de responsabilidad con fundamento en su mera condición de víctimas del 

delito de reclutamiento forzado desconoce la realidad de las conductas y 

presuponde que no cometieron punibles (Corte Constitucional C 203 del 2005). En 

el fallo mencionado también se determinó que la existencia y el grado de 

responsabilidad penal de cada menor de 18 años implicado en la comisión de un 

delito durante el conflicto, tiene que ser evaluado en forma individual, con la debida 

atención no solo de su edad y nivel de desarrollo sicológico, sino teniendo en cuenta 

factores personales, sociales, culturales, fácticos y jurídicos. 

 

Adicional, se encuentran los argumentos de quienes abogan por el reconocimiento 

de la responsabilidad penal, estableciendo que la no judicialización de este grupo 

poblacional estaría negando la calidad misma de sujetos de derechos (Tirado et al. 

2015); calidad que les genera una serie de obligaciones y los hace sujetos 

imputables. Caramona (2014) determina que los NNA vinculados al conflicto 

armado deben ser concebidos como delincuentes juveniles, a quienes solo un 

asunto cronológico los diferencia del criminal adulto que llegarán a ser. 

 

Un año después de la sentencia C 203 del 2005, se expidió la ley 1098 del 2006, 

Código de Infancia y Adolescencia, que creó el Sistema de Responsabilidad Penal 

Adolescente, y desarrolló la postura de la Corte Constitucional, para que fuese 

posible llevar a cabo un procedimiento de responsabilidad penal que se ajustara a 

las garantías de la doctrina de la protección integral.   



 

No obstante, el Código de Infancia y Adolescencia resultó favorable, al consagrar 

la aplicabilidad del principio de oportunidad en determinadas circunstancias. De 

manera general, el principio de oportunidad como elemento de discrecionalidad del 

ente de persecución penal, está contenido en el artículo 323 del la ley 906 del 2004, 

modificado por la ley 1312 de 2009, el cual establece: 

 

“El principio de oportunidad es la facultad constitucional que le permite a la 

Fiscalía General de la Nación, no obstante que existe fundamento para 

adelantar la persecución penal, suspenderla, interrumpirla o renunciar a ella, 

por razones de política criminal, según las causales taxativamente definidas 

en la ley, con sujeción a la reglamentación expedida por el Fiscal General de 

la Nación y sometido a control de legalidad ante el Juez de Garantías (ley 

1312 del 2009). 

 

En efecto la ley 1098 del 2006 en sus artículos 174 y 175, se refirió al principio de 

oportunidad como un principio rector de aplicabilidad preferente (a diferencia del 

procedimiento penal de adultos donde se aplica de manera excepcional), dándole 

la posibilidad al fiscal de renunciar a la persecución penal cuando los adolescentes 

hayan hecho parte de grupos armados al margen de la ley o participaran directa o 

indirectamente en las hostilidades, atribuyendo el cumplimiento de alguna de las 

condiciones descritas en el mismo artículo.   

 

Respecto a lo anterior, en la sentencia T 672 del 2013, la Corte Constitucional 

concluyó que, aunque en el Sistema de Responsabilidad Penal adolescente, el 

principio de oportunidad conserva su fundamento constitucional y las directrices 

generales que lo conforman; dentro de la ley 1098 del 2006 efectivamente se le 

reconoce como principio rector de aplicación preferente en favor del interés superior 

de los NNA. Igualmente, se determinó que este mecanismo resulta admisible ante 

la demostración de que el adolescente actúo con culpabilidad aunque disminuida, 

por las precisas circunstancias previstas en el mencionado artículo, pues de lo 

contrario, es decir, si actuó sin ella no habría lugar a formularle juicio de 



responsabilidad alguno. En otras palabras, antes de la aplicación de este principio, 

se debe verificar que efectivamente se trató de una conducta típica, antijurídica y 

culpable.  

 

Sin embargo, hay una salvedad que ya ha sido tema de estudio y es la 

improcedencia del principio de oportunidad, cuando se trata de violaciones graves 

al Derecho Internacional Humanitario, crímenes de lesa humanidad o genocidio de 

acuerdo con el Estatuto de Roma. Frente a esto, Montalvo Velázques (2015), desde 

una perspectiva del derecho penal mínimo, ha concluido que:  

 

(…) es más factible que en el proceso penal iniciado a un adolescente 

desmovilizado del conflicto armado, el fiscal argumente la aplicación del 

principio de oportunidad, teniendo en cuenta que la estigmatización y castigo 

a la que será sometido el adolescente le generaran traumas más difíciles de 

superar que los ya vividos al interior de un grupo armado al margen de la 

legalidad y más dificultades psicológicas, familiares y sociales que las 

padecidas por las carencias propias del sistema y del entorno que lo llevaron 

a estar en medio de un conflicto armado producto sin lugar a dudas de una 

cadena de vulnerabilidades de las que son corresponsables el estado, la 

familia y la sociedad en general (Montalvo Velázques, 2015 p.78).  

 

Analizada la situación jurídica de los adolescentes desvinculados, que por su 

calidad de sujetos de derechos deben en principio, ser sometidos al Sistema de 

Responsabilidad Penal Adolescente, pero que cuentan con la posibilidad de 

beneficiarse del principio de oportunidad; resulta relevante analizar y comprender 

los mecanismos sociales creados para responder efectivamente a los postulados 

de la doctrina de la protección integral, verificando que efectivamente haya un 

proceso de restablecimiento de derechos, puesto que no se puede excluir su 

calidad de víctimas.  

 

 



2. MECANISMOS CREADOS PARA BRINDAR PROTECCION INTEGRAL A 

NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES  DESVINCULADOS DE GRUPOS 

ARMADOS ILEGALES.  

 

A continuación, se presentarán dos mecanismos creados para el restablecimiento 

de derechos desde un sentido integral a los NNA que se desvinculan de grupos 

armados al margen de la ley, los cuales hacen parte de un modelo de protección.  

 

 2.1 PRIMER MECANISMO DE REINCORPORACIÓN DE DERECHOS  

 

Como primer mecanismo para la reintegración social de NNA desvinculados, se 

puede identificar la iniciativa del ICBF, tras crear en 1999, el proyecto nominado 

“Programa de Atención Especializada”; el cual tiene como finalidad restablecer los 

derechos, construir ciudadanía e integrar socialmente a los NNA que se desvinculan 

de los grupos armados organizados al margen de la ley.  

 

Los lineamientos del programa aprobados mediante resolución 1525 del 2016, 

señalan los aspectos principales de cada estrategia de atención, siendo los 

siguientes: 

 

En primer lugar, los adolescentes mayores de 15 años que hayan permanecido más 

de 1 mes dentro de un grupo armado, entrarán a una Casa de Acogida. Allí, reciben 

los cuidados sustitutos de la vida familiar por un término de 30 a 60 días. En esta 

etapa inicial, se lleva a cabo una fase de identificación, diagnóstico y acogida.  

 

Para la continuación del restablecimiento de derechos y por un tiempo de 6 meses 

prorrogables, estará a disposición una Casa de Protección, en donde se lleva a cabo 

la fase II de “intervención y protección”. Aquí, se compromete la institución a 

asegurar una vinculación al sistema de educación formal y no formal, a hacer un 

acompañamiento en el refuerzo escolar y fortalecimiento de hábitos educativos y a 



realizar gestión interinstitucional para la vinculación de los adolescentes en 

programas del área técnica, tecnológica y superior, de acuerdo con el perfil 

ocupacional. En la misma Casa de Protección se lleva a cabo la fase III como 

preparación para un egreso del programa.  

 

Adicionalmente, se encuentran los hogares gestores y los hogares sustitutos como 

familias garantes para el restablecimiento de derechos y una protección integral 

efectiva. Allí se desarrollan las 3 fases descritas.  

 

Con respecto al programa, las estadísticas publicadas por el ICBF, han demostrado 

que desde su creación hasta el primer semestre del 2017, el año en que más hubo 

ingresos de NNA desvinculados, fue en el 2004. Véase la siguiente gráfica:  

 

Tomado del ICBF. https://www.icbf.gov.co/programa-de-atencion-especializada-

para-el-restablecimiento-de-derechos-ninos-ninas-y-adolescentes-1 

 



Finalmente, se puede concluir que, aunque el Programa de Atención Especializada, 

fue el único mecanismo existente durante casi 17 años, con un registro de más de 

5.923 niños, tiene algunas falencias, por ejemplo, en los tiempos limitados en los 

que se desarrollan las fases del programa, o la falta de profundización en los 

lineamientos respecto de derechos fundamentales como la educación. Por 

consiguiente, se entrará a analizar el segundo mecanismo vigente para la 

reincorporación de derechos de los NNA desvinculados. 

 

2.2 LA FIRMA DEL ACUERDO FINAL Y LA CREACIÓN DEL SEGUNDO 

MECANISMO DE REINCORPORACIÓN DE DERECHOS  

 

Luego de la expedición de ley de justicia y paz, tras varios ciclos de negociaciones 

y nuevamente la búsqueda de una desmovilización masiva, se llegó a un acuerdo 

final entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia y el gobierno del 

presidente Juan Manuel Santos.  Allí, varios fueron los puntos dirigidos a los 

excombatientes, sin embargo, para lo que atañe en el presente artículo, solo se 

refirió el numeral 3.2.2.5 titulado, “Reincorporación para los menores de edad que 

hayan salido de los Campamentos de las FARC.EP”. Este numeral dispuso lo 

siguiente: 

 

(…) los menores de edad que salgan  de los campamentos serán objeto de 

medidas de especial protección que se discutirán en el Consejo Nacional de 

Reincorporación en el marco de la Comisión de Seguimiento, Impulso y 

Verificación de la Implementación del Acuerdo Final (CSIVI) y que incluirán los 

principios orientadores que serán de aplicación a los menores de edad y los 

lineamientos para el diseño del Programa Especial conforme a lo establecido 

en el Comunicado Conjunto No. 70 de fecha 15 de mayo de 2016 para 

garantizar la restitución de sus derechos con enfoque diferencial, 

priorizándose su acceso a la salud y a la educación (Acuerdo Final para la 

Terminación del Conclicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera 

2016). 

 



De esta manera, el Consejo Nacional de Reincorporación (creado mediante decreto 

2027 del 2016), anunció la instauración del programa denominado “Camino 

Diferencial de Vida” que respondería, según su informe, a una estrategia integral 

para la atención y consolidación de los proyectos personales de los NNA que se 

desvinculan de las FARC-EP.  

 

Camino Diferencial de Vida, luego de revisar sus lineamientos, aparenta ser un 

programa más estructurado que el de Atención Especializada, con unos principios 

que dan claridad sobre la intención del Consejo Nacional de Reincorporación. Entre 

los más importantes están, el interés superior de cada NNA, la necesidad de una 

protección integral y la obligatoriedad de un enfoque inclusivo y diferencial (principio 

ya descrito por la jurisprudencia como la obligación de reconocer las necesidades 

específicas y particulares de cada individuo teniendo en cuenta su contexto 

sociocultural).  

 

La característica principal, para entender de manera general el funcionamiento del 

programa Camino Diferencial de Vida, es que se representa en cuatro procesos 

comprendidos por diferentes fases (a diferencia del programa de Atención 

Especializada que solo cuenta con 3 fases generales, sin hacer distinción entre 

fases y procesos). El primer proceso, alude a todo el protocolo de salida del grupo 

armado y el plan transitorio de acogida. El segundo proceso, y tal vez el más 

importante, es el restablecimiento de derechos, subdividido en una fase de 

identificación, diagnóstico y acogida; una fase de atención y proyección; y por 

último, una fase de preparación para la reincorporación e inclusión social. En esta 

última fase se hace referencia a la garantía de vinculación al sistema de educación 

y se promueve la permanencia en el mismo.  El tercer proceso, menciona la 

reparación integral con el fin de que se concreten planes individuales que vayan 

más allá del restablecimiento de derechos, para una proyección de vida 

estructurada. El cuarto y último proceso es el de reincorporación e inclusión social.  

 



Dentro de la presentación y descripción del programa respecto de sus formas de 

vinculación, se estableció que podrán vincularse, de manera voluntaria, los menores 

de edad excombatientes que a la fecha de expedición del programa estuvieran 

reportados en el SRPA por ser excombatientes de las FARC. De manera adicional 

se especificó que:  

 

En virtud de la implementación del acuerdo final, los y las menores de edad de 

14 años a 17 años, 11 meses y 29 días, que hubieren estado vinculados al 

SRPA por delitos relacionados con su pertenencia a las FARC-EP, y que 

reúnan las condiciones establecidas en la Ley 1820 de 2016, tienen el derecho 

a que les sea concedida la amnistía de iure; para el efecto, el ICBF, amparado 

en la Ley 1820 de 2016, solicitó al Fiscal General de la Nación a través de 

memorando S-2017-348715- 0101 del 5 de julio del presente año la aplicación 

de dicha figura para todos los casos relacionados con las FARC- EP, 

reportados en el Sistema de Información del Programa de atención 

especializado para el restablecimiento de derechos a niños, niñas y 

adolescentes víctimas de reclutamiento ilícito que se han desvinculado de los 

grupos armados organizados al margen de la ley desde el año 1999 al 30 de 

mayo de 2017(Lineamientos Camino Diferencial de vida) 

 

Respecto de la concesión de una amnistía de iure, entendida esta como la 

posibilidad de impedir el enjuiciamiento penal y, en algunos casos, las acciones 

civiles contra ciertas personas o categorías de personas con respecto a una 

conducta criminal específica cometida antes de la aprobación de la amnistía; o La 

anulación retrospectiva de la responsabilidad jurídica anteriormente determinada 

(Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

2009); es importante mencionar que esta será concedida siempre y cuando se 

cumplan los lineamientos de la ley 1820 del 2016.  

 

Es decir, no procederá la concesión de la amnistía a los adolescentes desvinculados 

de grupos armados al margen de la ley, que entren o que hayan entrado al SRPA 

por los delitos descritos en el parágrafo primero de la misma ley 1820 del 2016; 

entre estos, delitos de lesa humanidad, el genocidio, los crímenes de guerra, la toma 



de rehenes u otra privación grave de la libertad, la tortura, las ejecuciones 

extrajudiciales, la desaparición forzada, el acceso carnal violento y otras formas de 

violencia sexual, sustracción menores, desplazamiento forzado, entre otros. 

 

De esta manera, se puede determinar que para los adolescentes que se desvinculen 

de las FARC luego del Acuerdo Final, el principio de oportunidad, será reemplazado 

por la concesión de una amnistía, lo que teóricamente podría ser más beneficioso, 

siempre y cuando no se trate de graves violaciones a los derechos humanos o 

infracciones al DIH. En caso contrario, se infiere que el adolescente entrará al SRPA 

y se evaluará la procedencia del principio de oportunidad teniendo en cuenta las 

condiciones particulares de cada desvinculado.  

 

Por último, en cuando al mecanismo Camino Diferencial de Vida, de la lectura del 

documento, se genera cierto grado de incertidumbre respecto de los adolescentes 

que al día de hoy se desvinculen de cualquier otro grupo armado, y no 

específicamente de las FARC-EP; pues estos no serán tratados bajo los 

lineamientos de este programa, que como ya se dijo, ilustra ser más estructurado y 

con un reconocimiento más importante a los derechos de cada desvinculado.    

 

3. ANALISIS DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN DENTRO DE EL PROCESO 

DE DESVINCULACIÓN 

 

En este capitulo se pretende reflejar la importancia del derecho a la educación, 

teniendo en cuenta que la carencia de esta fue un factor determinante para la 

vinculación de NNA a grupos armados ilegales y respecto de la cual surge un reto 

importante posterior a la desvinculación. Los autores Brett, R. & Specht, I. (2005), 

argumentan que todos los países que salen de conflictos armados encaran el reto 

de adaptar su sistema educativo y de capacitación vocacional a las nuevas 

demandas (p 40).   

 



Frente a lo anterior, se puede afirmar que hubo ausencia de política educativa para 

garantizar no solo la accesibilidad sino la permanencia en los planteles educativos. 

El reporte del Observatorio de la Niñez del ICBF, evidencia que desde la creación 

del programa de Atención Especializada hasta el 2013 solo el 62,3% de los NNA y 

en el 2014 solo el 58,5%, tenían algún grado de escolaridad, siendo el nivel máximo 

más común, quinto de primaria. Por otro lado, según informe de la Defensoría del 

Pueblo respecto de los NNA que entraron al Programa de Atención Especializada 

hasta el año 2005, la deserción escolar se encontró motivada en un tercio de la 

población, por la intención de entrar a un grupo armado ilegal; pues si bien es cierto, 

al lado de la guerra y el papel de la familia, la educación emerge como uno de los 

factores principales que influyen en la decisión de unirse a las fuerzas armadas o a 

los grupos armados (Brett, R. & Specht, I. 2005 p.63). 

 

En este punto, dado el desarrollo de este texto, se busca reflejar la trascendencia 

del derecho a la educación desde dos puntos de vista; el primero, desde una visión 

del adolescente desvinculado de grupos armados ilegales como victimario, al que 

este derecho representa un camino de resocialización; y el segundo, a los mismos 

adolescentes pero en su calidad de víctimas del delito de reclutamiento, como una 

garantía para la no repetición de conductas vulneradoras en las que se vean 

disuadidos de volver a participar en grupos armados al margen de la ley.  

 

El derecho a la educación como mecanismo de resocialización, ha sido reconocido 

dentro del SRPA al establecer que las medidas que se tomen serán de carácter 

pedagógico, especifico y diferenciado; respondiendo  así a una justicia restaurativa 

(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, SP 2159-2018). Igualmente, 

en cuanto al carácter resocializador Marquéz (2011) cita a Buckland (2009) quien 

establece lo siguiente:  

 

(…)la educación desempeña un papel importante en varios de los factores 

que construyen resiliencia de los conflictos en las sociedades. La educación 



tiene el potencial de ser un factor que contribuye en un conflicto violento, pero 

también tiene el potencial de enseñar nuevos valores, actitudes, habilidades 

y comportamientos, al igual que puede ayudar a promover nuevas relaciones 

sociales que construirán resiliencia al conflicto. La educación puede ayudar 

a reducir polarizaciones económicas, sociales y étnicas; promover el 

crecimiento y el desarrollo equitativo, y construir una cultura de diálogo en 

vez de una de violencia. El asegurar que los colegios y los sistemas 

educativos tengan un papel constructivo requiere un gran conocimiento de la 

manera como los conflictos afectan los sistemas educativos (p. 229). 

 

Ahora bien, la garantía de la no repetición se encuentra fundamentada en el valor 

intrínsico de la educación sobre los NNA. Frente a esto, Granados (2016) argumenta 

que las medidas relevantes sobre los sistemas educativos pueden contribuir a 

renovar valores y construir relatos históricos amplios que se traduzcan en 

contribuciones a la no repetición de los conflictos (p. 62). El acceso a la educación 

es una herramienta muy importante no solo para la protección de los niños, sino 

también para la comunidad en general. La educación suministra protección física, 

psicológica y cognitiva. En las condiciones propicias, la educación brinda protección 

física al mejorar las condiciones de seguridad tanto para estudiantes como para 

profesores (Márquez, I. 2011 p. 226).  

 

Es por esto que entre los diferentes derechos fundamentales que se le agreden a 

una víctima del delito de reclutamiento forzado, se considera que el derecho a la 

educación, es uno de los más trascendentales a la hora de replantear un proceso 

de restablecimiento de derechos y de reintegración social.  

 

De este modo, resulta pertinente puntualizar que según informe de la Procuraduría 

General de la Nación, la primera obligación del Estado en relación con el derecho 

constitucional de la persona a la educación es garantizar el núcleo esencial mínimo 

no negociable de este derecho constituido por el derecho de acceso al sistema, el 

derecho a la permanencia, el derecho a la disponibilidad y el derecho a la calidad  

(pg 52). Igualmente, se reconoció en dicho informe lo propuesto por la Relatora 



Especial sobre el Derecho a la Educación, respecto de las cuatro características 

interrelacionadas y fundamentales que deben tener las escuelas,  acogido por el 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en 1999 como elemento 

sustancial de la aplicación del Pacto Internacional de Derechos, Económicos, 

Sociales y Culturales -PIDESC: la asequibilidad, la accesibilidad, la aceptabilidad y 

la adaptabilidad que constituyen las obligaciones de respeto y garantía de la 

educación por parte del Estado.  

 

De lo anterior, se considera que el análisis de los dos mecanismos descritos en el 

capítulo precedente, permiten verificar si efectivamente el Estado está garantizando 

el derecho a la educación, teniendo en cuenta las características referidas.  

 

Dentro del programa de Atención Especializada, se considera importante la 

iniciativa de la creación de una gestión institucional para la educación técnico, 

técnologico y superior de los adolescentes desvinculados; no obstante, el programa 

se refiere a este derecho fundamental en una única fase: Fase de intervención y 

proyección, la cual solo tiene una duración de 6 meses; de lo que podría concluirse, 

que en las siguientes fases, hay un vacío respecto del seguimiento al acceso 

efectivo al sistema, al proceso de adaptabilidad y de permanencia.   

 

En el programa Camino Diferencial de Vida se menciona que se gestionarán una 

serie de actuaciones importantes para garantizar el derecho a la educación, que 

habrá un fortalecimiento de competencias básicas, una formación para el desarrollo 

personal, moral y colectivo para la convivencia, un manejo del conflicto y una 

formación para el trabajo (de lo que se puede inducir un cumplimiento respecto a la 

calidad del proceso educativo); comprometiendose el Estado a garantizar el acceso 

a la educación formal (básica y media) e igualmente a fomentar la entrada y la 

permanencia en la educación técnica y tecnológica, la educación propia o 

etnoeducación y el Plan Especial de Educación Rural; entre otras.  

 



Se destaca, respecto del último mecanismo mencionado, la intención de hacer más 

puntual e importante el factor pedagógico, con un desarrollo más detallado de las 

medidas que se adoptarán para garantizar no solo la accesibilidad, sino la 

permanencia y la adaptabilidad de cada NNA respecto sus condiciones sociales y 

de proyección personal (plan de etnoeducación).  

 

 

CONCLUSIONES 

 

 

Dando paso a todo el conjunto de situaciones y nuevos retos que representa la era 

de la justicia transicional y el posconflicto, se analizó la situación jurídica de los NNA 

desvinculados de grupos armados al margen de la ley, por un lado en su posición 

de víctimas y por el otro de victimarios, a quienes en Colombia desde 1999, por 

medio de la creación del programa de Atención Especializada, se les garantiza un 

proceso de restablecimiento de derechos.  

 

Con posterioridad, y tal vez lo que se vuelve primordial por su proximidad en el 

tiempo, es el segundo mecanismo creado para la protección y el restablecimiento 

de los derechos a los NNA desvinculados. El Camino Diferencial de Vida, goza de 

un contenido más amplio y contundente, con una protección mayor a los derechos 

fundamentales de estos menores de 18 años; que responden de manera efectiva a 

los postulados de la doctrina de la protección integral teniendo en cuenta los 

principios bajo los cuales se creó el programa (enfoque inclusivo y diferencial, 

interés superior del NNA, reconocimiento a los NNA como sujetos de derecho, entre 

otros). Cabe resaltar, que para el desarrollo de este programa en cuanto a creación, 

implementación y cumplimiento se encuentra de especial relevancia que, su 

vigilancia y control no está solo a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar (a diferencia del primer mecanismo), sino que además hay una 



participación del Consejo Nacional de Reincorporados, lo que responde a que haya 

una cooperación institucional y un mayor cumplimiento.    

 

En definitiva, lo que se busca es que en un marco de justicia transicional todos sean 

tratados en igualdad de condiciones, sin desconocer las diferencias psicosociales 

de cada NNA. Pues se determina que la permanencia y la desvinculación, no implica 

que NNA se constituyan en un colectivo homogéneo y se identifiquen únicamente 

como “los desvinculados”, puesto que, todos pasan por experiencias diferentes, 

pobladas de voces diversas, en las que juegan antagonismos, convergencias y 

cambios de roles. (Cifuentes, 2008).  

 

 

Por último, se resalta el deber de propender porque el derecho a la educación sea 

el núcleo fundamental de cada proceso dentro de los mecanismos descritos. 

Resulta fundamental que las instituciones de educación superior públicas y privadas 

se comprometan a abrir espacios dirigidos a la orientación profesional y por 

consiguiente a ofertar cupos exclusivamente para adolescentes que hayan sido 

desvinculados de un grupo al margen de la ley (sin hacer distinción o preferencias 

entre si perteneció a las FARC, o a cualquier otro grupo armado).  
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